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Pereira, mayo veinticinco (25) de dos mil diecisiete (2017)

     
Acta No. 273 de 25 de mayo de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00484-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el representante legal de la Organización Manantial SAS contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados los señores Lina María Giraldo Rendón y José Fernando Cuartas Arcila, el Juzgado de Familia de Dosquebradas y el señor Rafael Ángel Monsalve Carmona.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la sociedad accionante, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 1º de abril de 2007 la señora Lina María Giraldo Rendón suscribió contrato de administración inmobiliaria –contrato de mandato civil-, con la señora Alba Milena Jiménez Valencia; su objeto era el de entregar a esta última la administración del inmueble ubicado en el kilómetro 3, vía Termales de Santa Rosa de Cabal, donde funciona el restaurante Mónaco, para fines de arrendamiento.
1.2 En virtud a ese convenio, el 23 del mismo mes, la mandataria suscribió contrato de arrendamiento con los señores Alberto y Héctor Fabio Buitrago Montes, por un término inicial de siete años; mediante comunicación del mes de octubre de 2013 los arrendatarios manifestaron la aceptación de la prórroga del contrato de arrendamiento.
1.3 El 20 de noviembre de 2013 la señora Alba Milena Jiménez Valencia cedió el contrato de arrendamiento a la Organización Manantial, actuación que fue debidamente notificada.

1.4 De conformidad con el certificado expedido por la Cámara de Comercio de Santa Rosa de Cabal, el 17 de febrero de 2014, Alberto Buitrago Montes vendió a Claudia Eugenia Varona Paredes el establecimiento de comercio que funciona en el referido inmueble y el 28 siguiente efectuó la entrega voluntaria de ese bien a su propietario, José Fernando Cuartas Arcila.
1.5 Este último suscribió con la señora Varona Paredes contrato de arrendamiento de local comercial, con una duración de siete años y por un canon de $500.000.

1.6 En comunicación enviada el 28 de marzo de 2014, Alberto Buitrago Montes informa a la Organización Manantial su voluntad de dar por terminado el contrato de arrendamiento, además que la entrega del bien se efectuaría con su dueño José Fernando Cuartas Arcila. En esa misma fecha, el citado propietario, revocó el mandato civil de administración inmobiliaria con la referida empresa.   
1.8 Desde el 30 de abril de 2014 Manantial SAS empezó a cumplir la medida de embargo sobre los cánones de arrendamiento del  inmueble tantas veces mencionado, decretado por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, dentro del proceso radicado bajo el No. 2014-00007, por un error involuntario, en el que incurrieron por el convencimiento de la prórroga del contrato de arrendamiento suscrito con el señor Alberto Buitrago Montes, y consignó su valor a órdenes del despacho judicial.

1.9 La organización Manantial SAS garantiza el cumplimiento de los diferentes contratos de arrendamiento, dada su posición de administrador inmobiliario – mandatario, mediante la fianza civil, figura que fue utilizada respecto del contrato de arrendamiento suscrito con el señor Alberto Buitrago Montes, por medio de la Afianzadora Nacional SA. 
1.10 Mediante escrito presentado el 1º de noviembre de 2016, la Organización Manantial SAS solicitó al juzgado de conocimiento: a) el reembolso de los dineros consignados hasta la fecha en cumplimiento del embargo decretado y b) relevarla de continuar con dichos pagos, en razón a que esa medida carece de causa jurídica y ocasiona un perjuicio irremediable.

1.11 Por auto de 30 de enero de este año el juzgado accionado decidió ordenar el reintegro de tales sumas, con sustento en que se presentó un doble pago de cánones debido a la coexistencia de dos contratos de arrendamiento.

1.12 Contra esa decisión la parte demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación; dentro del traslado respectivo la contraparte y la Organización Manantial se pronunciaron.  
1.13 En auto del 27 de febrero último, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal resolvió reponer esa determinación, en razón a que “erro (sic) el despacho al disponer la entrega de las mencionadas sumas de dinero ya que como bien lo adujo la parte demandante, las mismas ya habían sido involucradas como PASIVO a cargo de la sociedad conyugal… y como tal deben ser objeto de pronunciamiento por parte del partidor… pues este determinará que (sic) parte debe asumir ese pago” a lo que agregó que no existía confusión alguna ya que el pasivo “fue admitido… no solamente por los $4.320.049,oo sino los $26.460.240 (sic)”. 
1.14 En dicha actuación se incurrió en defecto material porque presenta una evidente contradicción “entre los fundamentos y la decisión pues se desconocen por completo la normas aplicables a los contrato (sic) de arrendamiento, mandato civil y establecimientos de comercio”; además, en falta de motivación, pues en el auto proferido el 27 de febrero nada se dice respecto al doble pago de los cánones de arrendamiento ni del levantamiento de la medida de embargo “en tanto se está obligando a pagar sumas de dinero que no se derivan de una obligación crediticia ni legal, sino discrecional de Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal”.
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene el reembolso de los dineros consignados como títulos de depósitos judiciales efectuados desde el 30 de abril de 2014 hasta la fecha, en virtud de la medida de embargo decretada sobre el bien identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-7504. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 12 de mayo se admitió la acción y se ordenó vincular a los señores Lina María Giraldo Rendón y José Fernando Cuartas Arcila, quienes fungen como partes en el proceso en que encuentra la sociedad demandante la lesión de sus derechos. Con posterioridad se dispuso hacerlo respecto del  Juzgado de Familia de Dosquebradas, al que se ordenó remitir el proceso con el fin de que decidiera el impedimento manifestado por la Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal para continuar conociendo del proceso, y del señor Rafael Ángel Monsalve Carmona quien actúa como secuestre del inmueble a que se refieren los hechos de la demanda. 
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del despacho accionado, luego de informar que se había declarado impedida para seguir con el conocimiento del proceso radicado bajo el No. 2014-00007 y de hacer un recuento de la actuación adelantada en ese asunto, dijo que no ha vulnerado los derechos de la sociedad demandante, pues las decisiones que adoptó en relación con su solicitud de reintegro de sumas de dinero, fueron proferidas de conformidad con los lineamientos legales.

2.2 La señora Lina María Giraldo Rendón, por intermedio de apoderado, indicó que la presente tutela no cumple con los requisitos generales para su procedencia contra las providencias adoptadas por el juzgado demandado, toda vez que: a) carece de relevancia constitucional al intentar por este medio resolver cuestión netamente económica; b) tal controversia debe ser ventilada ante el juez de conocimiento o por medio de un proceso declarativo por los daños y perjuicios ocasionados por la falta de reembolso de los dineros consignados, máxime que no se acreditó el perjuicio irremediable; c) se incumple el requisito de la inmediatez dado que la tutela se promovió luego de transcurrido más de dos meses desde que se profirió la providencia atacada y d) no se evidencia irregularidad que adquiera la entidad suficiente para vulnerar el debido proceso.

Tampoco, afirma, se incurrió en defecto específico alguno ya que funcionaria judicial, competente para decidir la cuestión, resolvió la controversia de conformidad con las normas que regulan la materia, con base en las pruebas legalmente aportadas y sin que haya sido inducida a error.  
2.3 La apoderada general del señor José Fernando Cuartas Arcila, por medio de abogado, manifestó estar de acuerdo con la solicitud de amparo, pues no existía causa jurídica para imponerle a la sociedad actora la consignación de los cánones de arrendamiento.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la tutela frente a la decisión del juzgado accionado de revocar el auto por medio del cual ordenó el reembolso de los cánones de arrendamiento consignados por la entidad accionante, en cumplimiento de una medida cautelar. De serlo, se establecerá si en esa providencia se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular la sociedad demandante.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales incorporadas al proceso, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 11 de noviembre de 2016 la Organización Manantial SAS solicitó se le relevara de continuar con el pago de los dineros relacionados con la medida cautelar, decretada por el juzgado accionado, dentro del proceso sobre liquidación de la sociedad conyugal, promovido por Lina María Giraldo Rendón contra José Fernando Cuartas Arcila, que recae sobre los cánones de arrendamiento que produce el inmueble ubicado en el kilómetro 3, vía Termales de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-7504 y el reembolso de los que había consignado desde el 30 de abril de 2014 hasta la fecha. Para fundamentar esa petición explicó que incurrió en error involuntario y creyó que el contrato de arrendamiento suscrito con el señor Alberto Buitrago Montes se había prorrogado de forma automática, cuando el establecimiento de comercio que funcionaba en ese bien había sido enajenado, el bien se había entregado en arrendamiento a otra persona y el mandato civil de administración inmobiliaria ya no estaba vigente
.

4.2  Por auto del pasado 30 de enero, el juzgado accionado decidió ordenar el reintegro de las sumas depositadas por la citada sociedad con sustento en que ella, de conformidad con los informes del auxiliar de la justicia, ha venido realizando depósitos por concepto de cánones de arrendamiento del bien secuestrado, paralelamente con los consignados por la señora Claudia Eugenia Varona Paredes; que a ello fue llevada debido a una serie de situaciones de las que fue objeto el referido inmueble: los arrendamientos, la entrega del inmueble y la venta del establecimiento comercial que allí funcionaba, las cuales la convencieron de que el contrato de arrendamiento suscrito con el señor Alberto Buitrago Montes se había prorrogado automáticamente
.
4.3 Frente a esta decisión, la apoderada de la señora Lina María Giraldo Rendón interpuso recurso de reposición; en subsidio apeló. Adujo que el dinero consignado por la Organización Manantial fue incluido dentro de los pasivos de la sociedad conyugal, sin que esa decisión haya sido objetada por el demandado; aunque se habla de la revocatoria efectuada por el señor José Fernando Cuartas Arcila, del mandato civil suscrito con esa sociedad, dicho demandado carecía de competencia para ese fin porque el contrato fue suscrito por la señora Giraldo Rendón. Además, no se puede pretender ahora dar por terminado el contrato de arrendamiento cuando no es el trámite propicio para ese fin
.
4.4 Mediante proveído del 27 de febrero último la funcionaria accionada repuso esa determinación y en su lugar se abstuvo de entregar las sumas de dinero solicitadas por la Organización Manantial.

Para así resolver, consideró que tal como lo alegó la parte demandante, los dineros consignados por Organización Manantial hacen parte de los pasivos aceptados en la diligencia de inventarios y avalúos, y como tal deben ser objeto de pronunciamiento por parte del partidor, quien establecerá a qué parte le corresponde asumir ese pago; agregó que no existía confusión “al respecto como lo aduce la parte demandada, porque si se detiene a analizar la mentada diligencia puede concluir que dicho pasivo fue admitido por el Juzgado en esa diligencia no solamente los $4.320.049,oo sino los $26.460.240,oo, pues claramente así lo pidió la demandante cuando expresó: `(…) para un total de $4.320.093,oo, dinero que sería adicional a la suma de $26.460.240,oo que está consignada a favor del despacho´ y así fue aceptado”. Por tanto se equivocó el despacho al disponer la devolución de las sumas depositadas
.
5. Sea lo primero afirmar que la sociedad aquí accionante no intervino como parte en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos. Sin embargo, el hecho de haber cumplido la medida cautelar decretada sobre los cánones de arrendamiento del bien allí secuestrada, la legitimaban para solicitar lo relativo a su reembolso, petición que ya fue resuelta por el juzgado de conocimiento. 
6. Sin embargo, no se satisfacen en este caso todos los presupuestos de procedencia de la acción de tutela a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita.

En efecto, la acción de tutela es sabido, tiene como finalidad proteger derechos fundamentales frente a su amenaza o lesión y en este caso, la controversia que plantea la sociedad demandante no afecta derechos de aquella clase, en razón a su carácter netamente económico, pues lo que pretende obtener por este medio excepcional de amparo, es la devolución de unas sumas de dinero que considera, consignó de manera errada. En consecuencia, puede afirmarse que el asunto carece de relevancia constitucional. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 
“36. Adicionalmente, en atención a la jurisprudencia constitucional, como indica la sentencia T-418 de 2010, la acción de tutela es improcedente “cuando se pretenda reclamaciones de carácter puramente económico, que pueden ser reclamadas por otros medios de defensa judicial, y no impliquen la afectación de derechos fundamentales” y en el caso que revisa la Sala, las peticiones están dirigidas a lograr un cometido esencialmente patrimonial…

Así las cosas, encuentra la Sala que el fin que se perseguía a través de la acción de amparo no tiene relevancia constitucional  y se trata de un asunto esencialmente económico y empresarial, que no le corresponde al juez de tutela…”

En esas condiciones, tampoco se satisface el presupuesto de subsidiaridad, pues cuenta la entidad demandante con otros medios de defensa judicial, concretamente la acción civil, ante los jueces ordinarios, para obtener se decida lo relacionado con el reintegro de las sumas de dinero que considera consignó de manera equivocada al juzgado accionado, para el proceso tantas veces mencionado. Sobre el tema, enseña la jurisprudencia constitucional: 
“El principio de subsidiariedad de la tutela aparece claramente expresado en el artículo 86 de la Constitución, al precisarse en él que: “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Respecto de dicho mandato esta Corporación ha expresado en innumerables pronunciamientos, que aun cuando la acción de tutela ha sido prevista como un instrumento de defensa judicial para la protección inmediata de los derechos fundamentales, la propia Carta Política le reconoce a la misma un carácter subsidiario y residual, lo cual significa que solo es procedente supletivamente, es decir, cuando no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o cuando existiendo éstos, se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Ha manifestado así mismo la Corte que, en cuanto el ordenamiento jurídico cuenta con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo, por supuesto, los que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina desarticulación sino, también, garantizar el principio de seguridad jurídica.

Ha destacado la jurisprudencia que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En la medida en que la Constitución del 91 le impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley han sido estatuidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Carta le haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, los cuales se constituyen entonces en los instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la protección de sus derechos.

 …
El carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos fundamentales. Tal imperativo constitucional pone de relieve que para acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber actuado con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta injustificada de agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia del mecanismo de amparo establecido en el artículo 86 Superior.

…

En síntesis, la tutela no puede utilizarse para desplazar al juez ordinario de la resolución de los procesos que por ley le corresponde tramitar, y que solo subsidiariamente, en casos de inminente perjuicio para los derechos fundamentales, aquella puede invocarse para pedir una protección transitoria, o una protección definitiva, en eventos excepcionales definidos por la jurisprudencia. Cuando se invoca el perjuicio irremediable, el actor debe acreditarlo o aportar mínimos elementos de juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia de este elemento.”

Y tampoco se está frente a un perjuicio irremediable, dada la misma naturaleza de la controversia planteada y porque al respecto ningún hecho se relató en la demanda del que pueda deducirse.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por la Organización Manantial SAS contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados los señores Lina María Giraldo Rendón y José Fernando Cuartas Arcila, el Juzgado de Familia de Dosquebradas y el señor Rafael Ángel Monsalve Carmona.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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